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De no existir estos documentos y pretenderse el reconocimiento de la sanción moratoria, lo procedente es el adelantamiento de proceso ordinario ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veinticinco de mayo de dos mil dieciséis
Acta número       de 25 de mayo de 2016
Procede la Sala Laboral original del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación presentado contra el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el día 21 de septiembre de 2015, dentro del proceso ejecutivo laboral, que la señora GLOMAR ECHEVERRI CASTRO promueve contra la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

Luego de que en providencia de fecha 4 de febrero de 2015, la Sala declarara  la nulidad de la actuación surtida en primera instancia, con ocasión al trámite que de proceso ejecutivo se le dio a la acción ordinaria laboral formulada por la señora Glomar Echeverry Castro, el juzgado Cuarto Laboral del Circuito, en auto adiado 2 de marzo de 2015, atendió lo dispuesto por esta Sede, procediendo a avocar el conocimiento de la demanda, instando de paso a la parte actora a adecuar la acción al procedimiento ejecutivo previsto en el Capitulo XVI del C.P.T.

Contrario a lo solicitado por el juzgado, la actora solicitó que fuera propuesto conflicto de competencia por parte de la funcionaria de primera instancia, toda vez que el presente asunto debía ser puesto a consideración de los Juzgados Administrativos de la ciudad, de acuerdo con la posición reiterada del Consejo Superior de la Judicatura, plasmada en decisiones que han definido el conocimiento de este tipo de procesos en esa jurisdicción. 
En providencia de fecha 18 de marzo de 2015, la funcionaria de primer grado, declara su incompetencia para tramitar el presente asunto, ordenando la remisión del expediente ante la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de Judicatura para que desate el conflicto de competencias planteado, mismo que fue resuelto el 27 de mayo de 2015, fijando el conocimiento del asunto, en el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad.

Nuevamente, en auto adiado 19 de agosto de 2015, requirió a la parte actora para que adecuara la acción de nulidad y restablecimiento del derecho que inicialmente presentó ante la jurisdicción contenciosa administrativa, al trámite ejecutivo laboral.  Dicha orden fue atendida oportunamente, conforme el documento obrante a folio 192 y ss del expediente.

El mandamiento ejecutivo fue negado por la Juez de primera instancia -fls. 251 a 252o-, con apoyo en la actual posición de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira y el Consejo de Estado, indicando que cuando se pretenda ejecutar por sanciones moratorias por mora en el pago, para configurar el título ejecutivo se debe anexar también el escrito de reclamación a la administración de la sanción moratoria generada por la tardanza en el pago de las cesantías y el acto administrativo que reconozca tal obligación a cargo de la administración, documentos que, en este caso, no acompañaron la acción ejecutiva.

La demandante interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación contra la decisión anterior -fls. 253 a 258,  haciendo un recuento de lo acontecido en el proceso, para calificar de “impresentable” el hecho de que han transcurrido dos años sin lograr que sea atendida su petición, sumando a que ahora, luego de la decisión de la Sala Jurisdicción Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, el juzgado deniegue nuevamente el acceso a la justicia, al no dar trámite a la acción ejecutiva.

Sostiene que la indemnización moratoria es una obligación de carácter legal, frente a la cual no se requiere un reconocimiento previo de la entidad demandada, por lo que resultan suficientes los documentos aportados como título ejecutivo, no obstante solicita, en el caso de mantenerse la decisión se proceda con la remisión del expediente a los juzgados administrativos, para que la ejecutante pueda continuar con el trámite ante esa jurisdicción, con la acción de nulidad y restablecimiento del derecho que inicialmente presentó
A través de auto de fecha 6 de octubre de 2015, el juzgado dispuso no reponer el auto y concedió el recurso de apelación oportunamente interpuesto.

Posteriormente, el día 13 de octubre de 2015, ante el juzgado de conocimiento y el día 28 de igual mes y año, encontrándose el expediente en esta Corporación, la parte actora aportó sendos escritos, con los cuales pretende completar el recurso de reposición  y en subsidio el de apelación interpuestos en  la instancia anterior.

CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

El asunto bajo estudio plantea a la Sala, los siguientes problemas jurídicos:
¿Cómo se integra el título ejecutivo en los procesos ejecutivos surgidos de la aplicación de las leyes 1071 de 2006 y 244 de 1995?   
¿Tiene derecho el accionante a que se le libre mandamiento ejecutivo con los postulados de la ley 1071 de 2006?

En caso negativo, ¿qué orden debe impartirse?
En orden a resolver los interrogatorios formulados en el caso concreto preciso resulta plantear los siguientes aspectos:

1- EL TÍTULO EJECUTIVO EN LOS PROCESOS DE SANCIÓN MORATORIA POR TARDANZA EN EL PAGO DE LA CESANTÍA DE SERVIDORES PÚBLICOS.

Una lectura cuidadosa de la sentencia de la SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO del CONSEJO DE ESTADO con ponencia del Doctor JESUS MARIA LEMOS BUSTAMANTE Radicada bajo el número: 76001-23-31-000-2000-02513-01(IJ),  permite colegir, sin la menor duda que en ningún momento esa Corporación quiso dar efectos de título ejecutivo a la simple acreditación de tardanza en el pago de las cesantías dentro del término previsto en la ley. Por el contrario, señaló contundentemente que el hecho de que la ley consagre la sanción moratoria por la simple tardanza en el pago de las cesantías, no tiene la virtualidad de constituir por si sola el título ejecutivo, limitándose su esencia a la de servir de fuente del mismo, pues aquel (el título) debe constar en documento que provenga del deudor y por ello el interesado debe provocar el pronunciamiento.

2. LAS SANCIONES MORATORIAS EN NUESTRO DERECHO

Basta una lectura de los artículos 65 del C.S.T., 99 de la ley 50 de 1990 y 1º del decreto 797 de 1949 y hacer un recuento de la jurisprudencia que los mismos ha generado, para darse cuenta que, a pesar que su texto parezca indicar la ocurrencia de sanciones moratorias automáticas, siempre se ha considerado que ello no es así, en la medida en que situaciones especiales pueden conllevar a la exoneración de la condena, en tanto se acrediten razones que desbordan el ámbito de posibilidades de los empleadores, o justifican la negativa a realizar el pago.

En igual sentido, las leyes 244 de 1995 y 1071 de 2006, establecieron una sanción moratoria, consistente en “...un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual sólo bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este artículo...”. Esta última expresión ha llevado a considerar que, en este caso se está frente a una verdadera sanción moratoria automática. No obstante, basta comparar este texto con el artículo 65 del C.S.T. para darse cuenta que su sentido es exactamente lo mismo, en lo referente a que la simple falta de pago, en el momento oportuno, conlleva la sanción, no obstante lo cual, jamás se ha pensado que por lo tanto sea posible iniciar un proceso ejecutivo para su pago. Por el contrario se ha precisado incluso que ni siquiera en el proceso ordinario para su reconocimiento, pueda hablarse de una sanción “automática”.

No obstante, si en gracia de discusión se aceptara que, en estos eventos del magisterio, lo que el legislador quiso consagrar fue una sanción automática, no puede dejarse de lado la posición jurisprudencial actual del Consejo de Estado que se señala a continuación, ni tampoco puede pasarse por alto, la exigencia contenida en el artículo 6º del C.P.T. y la S.S. consistente en la necesidad de agotar previamente la reclamación administrativa, misma que frente a la inexistencia de acto administrativo previo de la entidad, sobre ese concepto específico, a todas luces resulta necesaria.

3- LA ACTUAL POSICIÓN DEL CONSEJO DE ESTADO SOBRE EL TÍTULO EJECUTIVO EN LOS CASOS DE LAS LEYES 244 DE 1995 y 1071 DE 2006.
En la providencia de cuatro (4) de mayo de dos mil once (2011), el Consejo de Estado con ponencia de la doctora RUTH STELLA CORREA PALACIO, Radicación número: 19001-23-31-000-1998-02300-01 (19957), hace un preciso recuento en lo relativo a los Precedentes Jurisprudenciales de la Sección Segunda, sobre el tema, del cual se extrae que, considera esa corporación que una vez haya ocurrido la mora en el pago de la cesantía, se requiere que el funcionario pida de manera concreta a la Administración el reconocimiento y pago de la suma que considere que ésta le adeuda con ocasión de la aplicación de la ley 1071 de 2006.  Petición que de ser aceptada, junto con la resolución de reconocimiento de la cesantía y la constancia de pago tardío de la misma, constituirán el título ejecutivo complejo a que se refiere la providencia como necesario para actuar ante la jurisdicción ordinaria en proceso ejecutivo.

Pero como es bien posible que la entidad encargada de reconocer la sanción moratoria, considere tener razones jurídicas de peso para desconocer su existencia, de ser así, lo que corresponde es el adelantamiento del trámite del proceso ordinario ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa.

De allí que la equivocación en que se había venido incurriendo al librar mandamiento de pago con la simple resolución de reconocimiento de las cesantías y la constancia de pago tardío de las mismas, consiste básicamente en confundir la fuente del derecho reclamado (sanción moratoria) con el documento concreto que lo debe contener (título ejecutivo). 

En verdad, una cosa es que la ley otorgue el derecho a la sanción moratoria “por la simple tardanza” y otra muy distinta es que ese derecho pueda ser ejecutable “por la simple tardanza”. En ninguna parte, las leyes 244 de 1995 y 1071 de 2006, otorgan mérito ejecutivo a la resolución que reconoce la cesantía y a la constancia de pago tardío para exigir con ellas el pago de la sanción moratoria. Lo que hacen esas normas es poner de relieve la posibilidad de reclamar esa mora, pero ello no significa que la vía, necesariamente sea la del proceso ejecutivo.

Pobre favor, haría la Jurisdicción al Estado, aceptando que el Erario Público pueda ser desangrado de manera automática, esto es, sin que siquiera se le dé a la Administración la posibilidad de explicar, controvertir y justificar las razones, de pronto insalvables, que pudo haber tenido para incurrir en el retardo del pago de la cesantía. No se ve porque, mientras a los particulares se les otorga la posibilidad de acreditar su falta de mala fe, en orden a exonerarse de las sanciones moratorias previstas en los artículos 65 del C.S.T. y 99 de la ley 50 de 1990, al Estado se le niegue la misma so pretexto de una interpretación ligera de un texto, que como viene de verse, no representa nada distinto de lo que dicen las demás normas referentes al tema para los particulares.

Los dineros Públicos, son de todos y son sagrados, no puede aceptarse que con ellos, se paguen obligaciones “automáticas”, sin título ejecutivo y respecto de las cuales, ni siquiera haya previo debate que determine la obligación a cargo del Estado.

En reciente providencia, la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, con ponencia de la Consejera Sandra Lisset Ibarra Vélez, se precisó que la acción prevista para discutir las cesantías y el reconocimiento de la sanción moratoria, es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, en tanto que sea el acto administrativo que negó el reconocimiento y pago de la citada indemnización por el pago tardío de las cesantías, el que se pretenda anular.
Además se indicó en esa misma decisión que en el evento de que exista acto administrativo reconociendo la sanción moratoria ya referida, le corresponde a la justicia laboral, a través de una acción ejecutiva, conocer del proceso. –Expediente No 201300480-02 (1447-2015)-.
4. NORMAS EN QUE SE PRETENDE SOPORTAR LA INDEMNIZACIÓN MORATORIA SOLICITADA.
Prevé el artículo 4 de la ley 1071 de 2006 que:
“Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que tenga a su cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la ley.

Por su parte el artículo 5 ibídem, refiere:

Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro.

Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa imputable a este.”

Como fácilmente se observa en las normas, existen dos momentos perfectamente diferenciables:

1- El de la solicitud de liquidación de cesantías definitivas o parciales, hecha la cual, a la entidad le corresponde dar respuesta dentro de los 15 días hábiles  siguientes.

2- El del proferimiento del acto administrativo  que ordena la liquidación de las cesantías, realizado el cual, la entidad obligada tendrá un plazo de 45 días para proceder al pago, so pena que de no hacerlo incurrirá en la sanción moratoria. 
5. NORMAS EN QUE SE PRETENDE SOPORTAR LA INDEMNIZACIÓN MORATORIA SOLICITADA.

Prevé el artículo 4 de la ley 1071 de 2006 que:

“Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que tenga a su cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la resolución correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la ley.

Por su parte el artículo 5 ibídem, refiere:

Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro.

Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por culpa imputable a este.”
Como fácilmente se observa en las normas, existen dos momentos perfectamente diferenciables:

3- El de la solicitud de liquidación de cesantías definitivas o parciales, hecha la cual, a la entidad le corresponde dar respuesta dentro de los 15 días hábiles  siguientes.

4- El del proferimiento del acto administrativo  que ordena la liquidación de las cesantías, realizado el cual, la entidad obligada tendrá un plazo de 45 días para proceder al pago, so pena que de no hacerlo incurrirá en la sanción moratoria. 

6.  LA ACTUAL POSICIÓN DE LA SALA DE CASACIÓN PENAL EN SEDE DE TUTELA.

La Sala de Casación Penal en sede de tutela, ha manifestado:

“De acuerdo con lo anterior, cualquier orden de pago que se hubiese proferido sin el agotamiento de la vía gubernativa  que provoque la aquiescencia del Estado por acto administrativo, es ilegal, por cuanto el juez laboral no está facultado para resolver mediante el proceso ejecutivo –el cual supone la existencia de alguna obligación provenientes del deudor-o de la sentencia judicial-, clara expresa y exigible-controversias que corresponden tramitarse, bien mediante la acción de nulidad y restablecimiento del derecho contra la decisión de la Administración –total o parcialmente- adversa, o a través de la acción ordinaria laboral, según sea el caso.

“Por tanto, las providencia que se hubiesen proferido por el trámite ejecutivo sin observar lo indicado anteriormente, son contrarias al Ordenamiento y por lo mismo, no pueden ser invocada como parámetro de referencia para solicitar del juez de tutela el mismo tratamiento, pues ninguna situación ilegal puede servir de fundamento para solicitar la protección del derecho a la igualdad, por cuanto de aceptarse se quebrantaría gravemente el Estado de derecho, toda vez que impondría la violación de la ley simplemente al amparo de la constatación de una situación equivalente.” 
Acta No 252 del 10 de julio de 2012. Accionante. Jamer Giraldo Arias accionado Sala Civil Familia Laboral del Tribunal Superior de Caquetá.

7. REITERACIÓN DE PRECEDENTE.

Por lo expuesto la Sala reitera su posición mayoritaria actual, acogida por la Sala jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura en providencia de 22 de agosto de 2013 con ponencia del Doctor JOSÉ OVIDIO CLAROS POLANCO, en cuanto a que el título ejecutivo en estos eventos tendrá que estar conformado por:

a) La Resolución que reconoce el derecho a la cesantía.

b) El documento que dé cuenta del pago efectivo de la cesantía por fuera del término legal. 
c) El escrito de reclamación a la administración de la sanción moratoria generada por la tardanza en el pago de la cesantía.
d) El acto administrativo que reconozca la obligación por sanción moratoria a cargo de la administración. 
De no existir uno de estos documentos y pretenderse el reconocimiento de la sanción moratoria, lo procedente es el adelantamiento de proceso ordinario ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, para que con la sentencia que ella profiera, se pueda requerir, ahí si por la vía ejecutiva, el pago de la obligación declarada.
8- CASO CONCRETO

En el presente asunto, luego de haber sido asignada la competencia para conocer de presente asunto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad, la titular de ese despacho solicitó a la parte ejecutante adecuar la demanda que había sido presentada inicialmente como una acción de nulidad y restablecimiento del derecho al trámite previsto para las demandas ejecutivas laborales.
Cumplida la orden por la parte actora, la funcionaria de primer grado siguiendo los lineamientos de la Sala mayoritaria, determinó la imposibilidad de librar mandamiento de pago, al advertir que no habían sido aportados la totalidad de los documentos que integran el título complejo, toda vez que no fue incorporado el acto administrativo que reconoce y ordena el pago de la sanción moratoria por la no cancelación oportuna de las cesantías definitivas o la decisión judicial que haga sus veces.
Ciertamente, pese al infortunio que ha acompañado el  presente trámite, el cual lamenta la Sala, es claro que no obra el documento proveniente del deudor contentivo de la obligación clara, expresa y actualmente exigible referente a la sanción moratoria, que permiten a la jurisdicción laboral, por  la vía ejecutiva, darle vida al proceso. 
Y es que, en lo referente a la ejecución por sanción moratoria, dos razones de peso permiten sostener que en el presente caso no existe título ejecutivo:
1- LA OBLIGACIÓN NO ES EXPRESA

En efecto, como la ejecución se pretende por concepto de la sanción moratoria, siguiendo la indicación del Consejo de Estado respecto a la necesidad de no confundir la fuente que da nacimiento al derecho con el título que lo debe contener, el cuestionamiento que da solución al debate propuesto es: ¿Figura en los documentos emanados de los órganos estatales, aquí presentados, que estos reconocen al ejecutante por concepto de sanción moratoria como obligación expresa, una suma de dinero (clara y determinada) a partir de una fecha que permita establecer que es actualmente exigible?. La respuesta a todas luces es negativa.

Cosa diferente es que, para este tipo de eventos, con carácter general, las leyes 244 de 2005 y 1071 de 2006, que constituyen la fuente, consagren la posibilidad de reclamar el reconocimiento y pago de la sanción moratoria, para lo cual, cuando la administración no profiera el acto de reconocimiento voluntariamente, deberá pedirse a la Jurisdicción Contencioso Administrativa que por el proceso ordinario de Nulidad y Restablecimiento del derecho, haga la declaración (en concreto) que la ley tiene consagrada, como ya se vio, en términos generales. 

2. LA OBLIGACIÓN NO ES CLARA
Se aspira a que se condene al pago de la sanción moratoria bajo el entendimiento de que “los artículo 4 y 5 de la ley 1071 de 2006 establecieron que el pago de las cesantías parciales, debe realizarse dentro de los sesenta y cinco (65) días hábiles después de haber realizado la solicitud de las cesantías”, cuando en realidad la ley contempla la sanción moratoria solo después de transcurridos 45 días de haberse proferido la resolución que reconoce las cesantías, sin contemplar la misma sanción por la tardanza en la expedición de la resolución que reconozca las cesantías, porque tal demora, en caso de ocurrencia, bien puede ser superada por otros medios, como lo sería por ejemplo la acción de tutela, mas nunca, con la misma sanción prevista para la falta de pago luego de realizado el reconocimiento del derecho, por la potísima razón que las normas sancionatorias no son de aplicación analógica ni se puede utilizar por extensión. De allí que, si fuera el caso -que no lo es como ya quedó visto- de permitir esta clase de ejecuciones, la solicitud carecería de claridad por cuanto frente a la divergencia entre lo solicitado y lo previsto por la ley, al juez sólo le es dable negar el mandamiento de pago, sin que pueda adecuar la orden ejecutiva que le fue solicitada, pues es el ejecutante quien le está determinando la obligación insoluta que pretende cobrar. Lo que pone de manifiesto que los documentos allegados para la ejecución no contienen una obligación que resulte clara de conformidad con el ordenamiento jurídico.

Como si lo anterior fuera poco, si bien las secretarías municipales, departamentales y territoriales de educación, en el trámite de reconocimiento y pago de las cesantías de los docentes actúan por delegación de la Nación y en su nombre y representación, lo cierto es que la sanción moratoria, según la demanda, se reclama de La Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo de prestaciones sociales del Magisterio, de quien no se acredita con los documentos allegados que haya sido la entidad responsable de la tardanza en el pago y quien por tanto deba indemnizar los perjuicios por la mora; situación que resulta relevante si se tiene en cuenta que la sanción se debe pagar con cargo a los propios recursos del responsable, lo cual deriva en estos casos en el cuestionamiento de quién debe comprometer su patrimonio para el pago de la sanción moratoria: ¿La nación? o ¿El Fondo de prestaciones sociales del magisterio?. Interrogante que sólo puede encontrar respuesta en un proceso ordinario, pues en el ejecutivo se parte de la base de la existencia de documento contentivo de obligación clara expresa y exigible, que proviene precisamente del obligado.

Ahora, causa extrañeza la decisión de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en relación con la decisión de fijar el conocimiento del presente asunto a la justicia laboral, cuando el tema se encuentra suficientemente decantado en la medida en que, tanto esa Corporación, como el órgano de cierre de la jurisdicción contenciosa administrativa vienen sosteniendo que se requiere del acto administrativo que reconozca la sanción moratoria originada en el pago tardío de las cesantías parciales y/o definitivas, para que la justicia laboral, a través de la acción ejecutiva, proceda librar mandamiento de pago en favor de la docente demandante.    

No obstante ningún reproche merece la decisión de primer grado, pues acató lo dispuesto por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, ordenando la adecuación de la demanda a la acción ejecutiva laboral, cumplido lo cual, determinó que los documentos allegados como título de recaudo, no contenían los requisitos previstos en la ley para constituir un verdadero título ejecutivo, razón por la cual procedió a poner fin al proceso, es decir rechazó de manera tácita la demanda.
Conforme a las reglas procesales que gobiernan el asunto, esto es el artículo 85 del Código de Procedimiento Civil, la orden impartida por el Juzgado de conocimiento, resulta acertada pues no podía el juzgado de conocimiento remitir el expediente al reparto de los Juzgados Administrativos de la ciudad, como lo pretende el recurrente, toda vez que el rechazo de la demanda no se produjo por falta de competencia o jurisdicción.  
En consideración a lo expuesto, acertada estuvo la decisión de primera instancia, toda vez que en el presente asunto, no existe título ejecutivo. 
Sin costas en esta instancia.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el auto proferido por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 21 de septiembre de 2015.
Sin costas en esta instancia.
Notifíquese,
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

                                                                                                       Salva Voto
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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